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constitucional. Nin~una quiebra se aprecia, por tanto, del derecho a la
tutela judicial efectIva del solicitante de amparo.

9. Por providencia de la Sala Segunda de 21 ,de enero de 1991 se
nombró Ponente del presente recurso al Magistrado don Alvaro Rodrí­
guez Bereijo y se fijó para deliberación y votación del mismo el día 11
de marzo siguiente.

10. Por providencia de la Secretaría de 7 de marzo en curso se tuvo
por personado al Procurado~ don Melqui~des Alvare..z-Builla .Alv~rcz,
toda vez que se había producido el falleCImiento del senar CorujO Lopez
Villamil.

n. Fundamentos jurídicos

l. De las tres supuestas lesiones sufridas por el recurrente en sus
derechos constitucionales, a saber: Presunción de inocencia, tutela
judicial efectiva e igualdad ante la Ley; únicamente las dos últimas
pueden ser objeto dcl presente proceso. En efecto, la presunción de
inocencia supone, como reitera inconcusaJ!lente la doctrina de e~te

Tribunal desde la STC 31/1981, la existencIa de un vacío probatono;
vacio que puede deberse a la ausencia total de. pruebas, a .que las
practicadas hayan sido obtenidas ilegítimamente o a que el razona­
miento de inferencia sea ostensiblemente absurdo y arbitrario. Cierta­
mente no es éste el caso. Y ello, sin perj~icio de que la presunción .de
inocencia sólo puede vulnerarsc por el Tnbunal ante el que se practica
la prueba; actividad que, en principio, no compete a los Tribunales de
casación y en ningún caso es imputable al Tnbunal Supremo cuando
inadmite un recurso de tal género.

2. La vulneración del derecho a la igualdad ante la Ley de que se
queja cl recurrente no ha existido. En efecto, de manera harto confusa
alega dcsigualdad de armas en el proceso en el que ha sido absuelto. Tal
des¡:quilibrio entre las partes no es, en las presentes actuaciones~ más
que una afirmación retórica del demandante de amparo que nIngún
elemento de juicio aporta, excepto su propia afirmación, carente de
argumentación alguna.

Por lo que respecta al apartamiento del Tribunal Supremo, al dictar
el Auto de inadmlsión del recurso de casación que ahora se impugna. de
la doctrina sentada en nuestra STC 79/1987, doctrina que alegó en el
trámite de réplica de la instrucción del citado recurso, lo cierto es que
el alto Tribunal no ha tratado desigualmente dos supuestos iguales, sino
que ha tratado desigualmente dos casos desiguales. Ciertamente, una
cosa es que no se permita al justiciable entrar en el fondo del asunto,
aunque resulte absuelto por aplicación de un delito general (STC
79/1987), y otra muy distinta que, establecido un hecho probado, aquí
prácticas médicas por alguien carente de habilitación legal para ello, el
Tribunal que enjuicia los hechos considere Que, en atención a las
circunstancias del caso, se ha producido un error invencible ~e estar
obrando de manera legítima. Siendo, pues, los· supuestos objeto de

Sala Segunda. Sentencia 52/1991, de 11 de marzo. Recurso
de amparo 1.654/88. ConLfa Selltcncia del Juzgado de
Instrucción número 3 de Gerona. revocatoria de la del
JII::.gado de Distrito numero 3 de la misma capiLal, conde-­
nando a la EJIlidad aseguradora recurrente como responsa.
ble directa de las lesiones J' dQ/los producidos en accidmte
de circulación. Extell1poraneidad de! recurso de amparo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio L1orente. Presidente; don Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y de los Mozos. don Alvaro
~odriguez Bereijo y don José Gabaldón lópez, Magistrados, ha pronun-
CIado ' .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.654/88, promovido por la Entidad
«Unión Iberoamericana. Cía. Anónima de Seguros y Reaseguros»),
representada por la Procuradora doña Maria luz Albacar Medina y
defendida por el Letrado don Narcis Salvatella Vila, contra la Sentencia
del Juzgado de Instrucción núm. 3 de Gerona de 27 de mayo de 1988,
que revoca en apelación la Sentencia del Juzgado de Distrito núm. 3 de
dich::J capital. de fecha 5 de febrero de 1988. condenando a dicha
Entidad aseguradora como responsable directa en el juicio de faltas
núm. 1.128/87. seguido por lesiones v daños en accidente de circula.
ción. Ha sido parte el Ministerio Fiscal"y Ponente don Alvaro Rodriguez
Bercijo, quien expresa el parecer de la Sala.

comparación radicalmente irreconducibles a una mínima identidad, no
puede decirse que se haya vulnerado el principio de igualdad.

3. Concctada con esta supuesta e inexistente lesión, se encuentra la
de la tutelajudicial efectiva. Tampoco puede admitirse que tal vulnera­
ción se haya producido. Como reiteradamente ha señalado este Tribu­
nal, la tutela judicial efectiva se salvaguarda con la obtención, por regla
general, de una resolución de fondo. que puede ser, sin embargo,
liminar, es decir, de negativa inicial a entrar en el fondo, si se basa en
una disposición legal ~ se razona su procedencia {SSTC 37/1982,
fundamento jurídico 2. ; 68/1983. fundamento jurídico 6.°; 93/1984,
fundamento Juridico 5.° a); 153/1988, fundamento juridico 4.°; 62/1989,
fundamento jurídico 2.°].

Ciertamente, como le recuerda al ahora demandante de amparo el
Tribunal Supremo en el fundamento jurídico 2.° del Auto aquí impug­
nado. la Audiencia de Oviedo considera que existe una total ausencia de
dolo, «por 10 que, tratándose de un delito doloso, lo que se viene a
sostener es que el recurrente no obró típicamente)). Así las cosas, no cabe
impugnar en amparo un fallo absolutorio en razón a los fundamentos
que le sirven de base y el Auto que de lacro lo confirma, cuando estos
fundamentos son del tenor. mencionado. Pues, como ya se dijo en la
citada STC 79/1987, fundamento jurídico 2.u. «desde el punto de vista
constitucional no merece crítica la tesis del Tribunal Supremo de que no
pucde recurrir, por carecer de interes, el procesado absuelto que
pretenda meramente una revisión de los fundamentos de la resolución
pero no inste una alteración de la parte dispositiva de la Sentencia de
la que no derive perjuicio alguno para éh).

So capa de la invocación de nuestra STC 79/1987, 10 que en el fondo
pretende el actor, como observa el Ministerio Fiscal, es que pura y
simplemente se rcvisen los fundamentos de la subsunción realizada por
el órgano judicial y que se declare lícita la actividad por él realizada en
el caso. Pero no es, desde luego, la vía del recurso de amparo cauce
idóneo para satisfacer, si ello fuere posible, tal pretensión.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Fernando Guirado Aguirre.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del EstadQ)).

Dada en Madrid, a once de marzo de mil novecientos noventa y
·uno.-Francisco Rubio Llorente.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez
Bereijo.-José Gabaldón lópez.-Firmados y rubricados.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el día 2 de octubre
de 1988. la Procuradora doña Maria Luz Albacar Medina. en nombre
y representación de la Entidad «Unión Iberoamericana. Cía. Anónima
de Seguros y Reaseguros)), interpuso recurso de amparo contra la
Sentencia de 27 de mayo de 1988 del Juzgado de Instrucción núm. 3 de
Gerona que. en apelación, revocando la Sentencia del Juzgado de
Distrito núm. 3 de dicha capital de fecha 5 de febrero de 1988, condenó
a Josep María Grosset i Gorgoll como autor de una falta leve de
imprudencia con resultado lesiones y daños a la pena de 10.000 pesetas
de multa, reprensión privada. retirada del permiso de conducir por un
mes y a que indemnice a Ramón Ruiz Jiménez en 249.000 pesetas por
los días de baja. en 6.000.000 de pesetas por las secuelas y 20.913 pesetas
por daños en la motocicleta. Asimismo. se acordaba la responsabilidad
directa. para el pago de las indemnizaciones señaladas, de la Entidad
aseguradora «Unión Iberoamericana)).

2. Los hechos en que se basa la demanda de amparo son, en
síntesis, los siguientes:

a) Inco¡¡do atestado policial por el ac"cidcnte de circulación produ­
cido el 7 de mayo de 1987, en el que se hallaban implicados, por un
lado. Josep María Grosset y Gorgoll, asegurado en la Entidad «Unión
Iberoamericana)), y por otro. Ramón Ruiz Jiménez. se practicaron
distintas actuaciones judiciales en el Juzgado de Distrito núm. 3 de
Gerona con el número de juicio de faltas 1.128/87, celebrándose vista
oral con la asistencia de las partes. Por Sentencia núm. 69/1988, de
fecha 5 de febrero de 1988. se absolvió a las partes implicadas.

b) Don Ramón Ruiz Jiménez interpuso recurso de apelación contra
la misma. Por providenci3 de fecha 30 de mano de 1988, se admitió en
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ambos efectos el citado recurso, ordenándose el emplazamiento de las
partes ante el Juzgado de Instrucción núm. 3 de esa misma capital, así
como la remisión de las actuaciones al citado Juzgado de Instrucción.

e) La Entidad aseguradora, «Unión Iberoamericana)}, fue empla­
zada el 18 de abril de 1988. Asimismo se emplazó a las demás partes
implicadas y al Ministerio Fiscal. -

d) Don Ramón Ruiz Jiménez. mediante escrito de fecha 11 de abril
de 1988. se personó como parte apelante v perjudicada en el Juzgado de
Instrucción núm. 3 de Gerona. .

e) Por providencia del citado órgano judicial, de fecha 4 de mayo
de 1988. se le tuvo por personado y parte en el rollo de apelación,
acordándose la práctica de las pruebas solicitadas y señalándose el día
24 de mayo para la celebración de la vista oral. La citada providencia
no le fue notificada a la «Unión Iberoamericana», al no constar su
personación en el rollo de apelación. El recurrente manifiesta haber
presentado escrito de personación. corno parte apelada, en fecha 19 de
abri! de 1988. sin que éste conste en las actunciones judiciales remitidas,
escrl10 que contenía errores en los respectivos números identificadores
del juicio de faltas y de la Sentencia impugnada.

f) Celebrada la vista el 27 de mayo de 1988 con la asistencia del
Ministerio Fiscal)' de la parte apelante, el Juzgado de Instrucción
núm. 3 de Gerona dictó Sentencia por la que revocándose la Sentencia
apelada se condenaba a Josep María Grosset y Gorgoll como autor de
una falta de imprudencia simple con resultado lesiones y danos a la pena
de 10.000 pesetas de mtilta, reprensión privada y retirada del permiso
de conducir por un mes. Asimismo. el condenado debía indemnizar a
Ramón Ruiz Jiménez en 249.000 pesetas por los dias de baja, en
6.000.000 pesetas por las secuelas y en 20.913 pesetas por los daños de
su motocicl~ta. La Entidad aseguradora. «Unión Iberoamericana», debía
responder dIrectamente por el importe de las indemnizacioncs acorda­
das.

g) Don Enrique Salvatella Roca, actuando en nombre y representa·
ción de la Entidad «Unión Iberoamericana». presentó recurso de
nulid.1d de actuaciones en el Juzgado de Instrucción (con fecha de
entrada el '17 de junio de 1988, según consta en la diligencia del
Secretario), en el que se invocaba la indefensión sufrida por dicha
Entidad al no haber sido citada a la vista oral. pese a haberse personado
en el rollo de apelación mediante escrito de fecha 19 de abril de J988.

h) Tras las respectivas alegaciones de las partes, el Juzgado de
Instrucción desestimó la nulidad de actuaciones mediante Auto de fecha
11. d~ agosto de 1988. eontr~ esta resolución se recunió en reforma, que
aSimIsmo fue denegada medmnte Auto de ese mismo Juzgado, de fecha
26 de septiembre de 1988.

3. Con fecha 20 de octubre de-198B, la Entidad «Unión Iberoameri­
cana~), fOnTIula recurso de amparo contra la Sentencia del Juzgado de
Instrucción núm. 3 de Gerona, de fecha 27 de mayo de 1988. y contra
los Autos de ese mismo Juzgado de 11 de agosto y 26 de septiembre
de 1988, por los que se deniega la nulidad de actuaciones solicitada. Se
considera vulnerado el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
contenido en el arto 24.1 de la Constitución Española. ello por entender
que al no haberla tenido por personada y parte en la apelación se le
privó de su derecho a formular las alegaciones pertinentes causándole
indefensión. La existencia de un error en el escrito de personación al
confundir el número del juicio de faltas -se consignó como tai el
.1.228/87... en lugar del 1.128/87- no puede justificar, a su juicio, la
lOdefenslOn padeCida. pues se trataba de un error material perfectamente
subsanable por el Tribunal.

4. Por providencia de-la Sección Segunda de este Tribunal, de fecha
30 de enero de 1989, se acordó poner de manifiesto a las partes la
posible existencia de una causa de inadmisión, arto 50.1.c) de la LOTe.
por cuanto la demanda pudiera carecer manifiestamente de contenido
cons~itucional.. La representación de la «Unión Iberoamericana)),
medlllnte escnto de 14 de febrero de 1989. solicitó la admisión del
mismo abu!1dando en los argumentos ya utilizados. El Ministerio Fiscal.
en su escnto de 10 de febrero de 1989. solicitó la inadmisión del
recurso, por entender que la falta de citación tan sólo era imputable al
error mecanográfico sufrido por la p_arte.

5. Por providencia de fecha 3 de abril de 1989 se acordó la
admisión a trámite de la demanda de amparo, solicitando de los órganos
judiciales intervinientes la remisión de las actuaciones.

6. Don Ramón Ruiz Jiménez, mediante escrito presentado en este
Tribunal el 9 de junio de 1990, solicitó ser tenido como parte, a lo que
se .accedió e~ virtl!d de providencia de fecha 3 de julio de 1989. En esta
mIsma provldenclll se acordaba dar traslado de las actuaciones a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal para que, en el plazo de veinte
dias, pudiesen fOnTIular alegaciones.

7. La «Vnión Ibe~oamericana, Cia. Anónima de Seguros y Rease­
gur~~)), mediante escnto de fecha 25 de agosto de 1989. reitera su
petiCión de amparo por entender que su falta de citación a la vista tan
sólo es imputable a un error mecanográfico al tiempo de consignar el
número .del)~icio de faltas,.s!endo éste perfectamente suhsanable por el
organo JudiCIal al que se dmgía.

8. Don Ramón Ruiz Jimé'nez, tras invocar la falta de representa­
ción de la Procuradora que actuaba en nombre de la Entidad recurrente,
se opuso a la pretensión de amparo, pues la falta de citación a la vista
y la pretendida indefensión tan sólo es imputable a su conducta
negligente. En primer ténnino. al no constar acreditado que presentase
el escrito de personadón. y en segunda lugar porque este contenía tal
cantidad de errores en la identificación -del procedimiento en el que se
personaba, que exceden de la simple consideración de errores materiales
susceptibles de subsanación por el Tribunal. y que por ser imputables a
la falta de diligencia de la parte sólo a ella deben perjudicarle sin que sea
apreciable vulneración de sus derechos fundamentales en la actuación
del Tribunal.

9. El Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones de fecha 31 de
julio de 1989 y con carácter previo invoca la concurrencia de una causa
de inadmisión que determinaría en este trámite la desestimación del
recurso, la extemporaneidad del recurso de amparo al haberse utilizado
contra una Sentencia firme y definitiva recursos manifiestamente
improcedentes. como es el caso del recurso de nulidad de actuaciones y
posterior de reforma, sin acudir directamente a la vía de amparo dentro
del plazo previsto en la Ley. Por lo que respecta al fondo, solicita la
desestimación del recurso de amparo, al no constar acreditada la
presentación del escrito de personación en el rollo de apelación, siendo
imputable su incomparecencia a la vista a su falta de diligencia.

10. Por providencia de 21 de febrero de 1991, la Sala acordó fijar
el día 11 de marzo del año en curso para la deliberación y votación de
la presente Sentencia.

n. Fundamentos jurídicos

L Con carácter previo hemos de dar respuesta a la excepción de
falta de representación del solicitante, planteada por don Ramón Ruiz
Jiménez, al considerar que en el poder que acredita la representación de
la Entidad recurrente «Unión Iberoamericana. Compañía Anónima de
S.eguros y Reasegu:os), no figura doña María Luz Alh?car Medina que,
s10 emb.1rgo, actua _corno Procuradora de los Tnhunales en este
procedimiento, en nombre y representación de la citada Entidad. Baste
par~ rechazar tal excepción la simple comprobación de la copia de la
escritura del poder general para pleitos otorgada por la citada Entidad
obrante en este procedimiento, cn donde --consta que confiere l~
representación de dicha sociedad a diversos Procuradores de las
Il?ca!idadcs de Alcobendas y Madrid. y entre cstos últimos figura la
CItada Procuradora, representación que va se consideró suficientemente
acreditada por este Tribunal en la providencia de fecha 3 de abril de
1989.

2. Asimismo. procede abordar la causa de inadmisibilidad pro­
puesta por el Ministerio Fiscal que de ser estimada se convcrtiría en
motivo de desestimación del recurso. Se alega la extemporaneidad del
recurso de amparo al no haberse presentado dentro del plazo de veinte
días desde que se tuvo conocimiento de la resolución judicial presunta·
mente vulneradora de su dcrecho fundamental. esto es, desde que tuvo
noticias de la Sentencia dictada en apelación por el Juzgado de
Instrucción núm. 3 de Gerona (al menos desde el 23 de junio de J988
fecha de interposición del recurso de nulidad de actuaciones contra l~
misma).

Este Tribunal ha venido señalando en numerosas ocasiones que el
plazo para recurrir en amparo es un plazo de caducidad que no puede
qu~dar al arbitrio de las partes ni puede ser objeto de prórrogas
artIfiCIales. por 10 que no es admisible alargarlo ni reabrirlo de forma
artifi.cial mediante la utilización de recursos inexistentes en la Ley. o
manifiestamente improcedentes contra una resolución firme (SSTC
120/1986 y 28/1987 entre otras). Como tal ha de considerarse, en el
presente caso, la utilización del recurso dc nulidad de actuaciones contra
una Sentencia firme y la posterior interposición de un recurso de
reforma contra el Auto que la denegó. En tal sentido conviene recordar
la doctrina sentada por este Tribunal en Sentencias tales como la
148/1988. 91/1988. 2/1989. Ymás recientemente la 185/1990 en la que
se señala que el recurso de amparo es en la actualidad. a tenor de lo
dispuesto en el art. 240 de la LOPl, <.;el único remedio frente a
situaciones de indefensión constitucionalmente causadas por vicios
procesales advertidos después de que haya recaido Sentencia dcfinitiva
y firme. cuando contra ella no csté previsto remedio procesal ante los
Tribunalc", ordmarios). este es el caso que nos ocupa dado que contra
la Sentencia dictada en la apelación de un juicio de faltas no cabe
recurso ordmario o extraordinario alguno ante la jurisdicción ordinaria.

. ~or t.odo .10 eXpuesIO, y de .conformidad con lo alegado por el
MIOIsteno Fiscal, procede aprecmr la extemporaneidad del presente
recurso de amparo, dado que desdc la fccha en que la Entidad recurrente
tuvo conocimiento de la resolución judicial impugnada -al menos el 23
de junio de 1988. fecha en que se interpuso el recurso de nulidad de
actuaclones- hasta la presentación del recurSo de amparo -2 de octubre
de 1988- ha transcurrido sobradamente el plazo de caducidad de veinte
dias. previsto en el arto 44.2 de la LOTe.

3. Pero además, y a mayor abundamiento, tampoco se aprecia ~a

pretendida vulneración del derecho fundamental invocado. El derecho
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a la tutela judicial efectiva--sin que en ningún caso pueda producirse
indefensión implica. entre otras cosas. la necesidad de ser oído y. por
tanto. citado a juicio. en todos aquellos procesos cuyo fallo haya de
afectar en cualquier sentido, a Jos derechos o intereses en conflicto. de
modo que para dar cumplida satisfacción al mismo, los órganos
judiciales deben poner el máximo empeño en que no se creen, por error
o funcionamiento deficiente de la Administr<lción de Juslicia, situacio­
nes de indefensión. Pero, por contra. corresponde a las partes intervi­
nientes en un proceso mostnlr la debida diligencia. sin que pueda alegar
indefensión quien se coloca a si mismo en tal situación o quien no
hubiera quedado indefenso de actuar con la diligencia razonablemente
exigible (por todas, STC 211/1989).

En el supuesto que nos ocupa. la Entidad recurrente tras haber sido
parte en el juicio de faltas. seguido en el Juzgado de Distrito núm. 3 de
Gerona. y habiendo sido apelad3 13 Sentencia por la parte contraria. fue
emplazada ante el Juzgado de Instrucción núm. 3 de dicha capital. No
ha resultado acreditado. sin embargo, que se personase en el rollo de
apelación. pues si bien acompaña a la demanda de amparo copia de un
escrito de personación (de fecha 19 de abril de 1988, dirigido al Juzgado
de Instrucción numo 3), dicho esrrito no aparece incorporado al rollo de
apelación, no tiene sello de entrada o diligencia del Secretario que
acredite su presentación ante el Juzgado, ni su existencia ha sido
reconocida. en momento alguno, por el órgano judicial. Por todo lo cual,
y ante la falta de toda evidencia_en torno a la efectiva personación en
forma en la apelación, no puede admitirse, como pretende la Entidad
recurrrnte, que la falta de citación a juicio se debió a un error judicial,
sino, por el contrario, a su inactividad procesal sólo a ella imputable. Es
más, aun cuando se admitiese la efectiva presentación del escrito de
personación, éste contenía tal cúmulo de errores y omisiones, al
identificar el procedimiento, que hacían prácticamente imposible que el
órgano judicial pudiese llegar a conocer el procedimiento en el que se
personaba como parte apelada. Así, no se identifica a la parte recurrente
ni a su procurador; al tiempo de consignar el número de juicio de faltas
se transcribe el 1.228/87 cuando en realidad se trataba del 1.128(87: la
Sentencia apelada se denomina «ejecutan;})), por lo que parece despren~

-'

Sala Segunda. Sentencia 53/1991. de 11 de marzo, Recurso
de amparo 1.705188. Contra Sentencia del Tribunal
Supremo, as[ como contra Auto de aclaración de la misma,
dictada en procedinúento seguido por el reCUrrc1/tc' para
reclamar el reconocimiento de la situación de ¡matidez
permanente: Vulneración del derecho a la tutela efectira de
Jueces y Tribunales: Incongruencia omisil'a.

La, Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
FranciSCo Rubio L1orente, Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodrígucz~Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm, 1.705/1988, interpuesto por don
Julián Parreño Alarcón, representado por el Procurador don Pedro
Antonio Pardillo Larena y asistido por el Letrado don Carles Cruz
Moratones, contra Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo de 11 de diciembre de 1987 y Auto de aclaración de la misma
de 11 de julio de 1988, Han sido partes el Instituto Nacional de la
Seguridad Social, representado por Procurador y asistido por el Letrado
don Juan Manuel Sauri Manzano, y el Ministerio Fiscal, fue Ponente el
Magistrado don José Luis de los Mozos y de los Mozos quien expresa
el parecer de la Sala,

I. Antecedentes.

J. Por escrito presentado en este Tribunal el 27 de octubre de 1988,
don Pedro AntOniO Pardillo Larena, Procurador de los Tribunales,
interpuso, en nombrc y representación de don Julián Parreño Alareón,
recursO de amparo contra la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Supremo de 11 de diciembre de 1987 y el Auto de 11 de julio
de 1988 que resolvió el recurso de aclaración interpuesto contra aquélla,

2. La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes:

2) El ahora recurrente, afiliado en .el Régimen Gcneral de la
Sc-guridad Social, inició el 15 de enero de 1981 situación de incapacidad
I;::boral transitoria, siendo dado de alta médica elIde mano de 1982,

b) Instruido por el Instituto Nacional de la Seguridad social (INSS)
el correspondiente expediente administrativo, se resolvió el 25 de

derse que se trata de un incidente de ejecución de Sentencia firme; y la
propia identificación de la citada Sentencia es errónea pues no se trata
de la STC 69/1987, sino de la STC 69/1988. No estamos, por tanto, ante
la e>.istencia de un mero error mecanográfico susceptible de subsanación
por parte del Tribunal al disponer de datos suficientes que permitan
remediarlo, sino ante la falta dc diligencia necesaria y razonablemente
exigible a la parte, al tiempo de identificar convenientcmente el
procedimiento en el que desea personarse.

4, Lo infundado de la Plctc'lsión ejercitada, no tanto por la
extemporaneidnd apreciada, sino por la ausencia de toda prueba en
torno a la efectiva personación de la Entmad recurrente ante el Tribunal
de apelación, único dato fáctico en el que se sustenta el recurso, pone
de manifiesto su temeridad al acudir a esta vía de amparo lo que
justifica. a tenor de lo disPllC'stO C'n el art. 95.2 de la LOTe. la
imposición de las costas al recurrente.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORJDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.0 Denegar el amparo solicitado por la Entidad «Unión Iberoame­
ricana, Compañía Anónima de Seguros y ReaseguroS)),

2,° Imponer al recurrente las costas del mismo,

Publíquo..:se esla Sentencia en el (Boletín Oficial del Estado)~.

Dada en Madrid, a once de marzo de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Rubio Llorentc.-Miguel Rodríguez-Piñera y Bravo­
Ferrer.-José Luis de los f\10zos y de los Mozos,-Alvaro Rodríguez
Bereijo.-Jose Gabaldón López.-Firmados y rubricados.

novicmbre de 1982 declarar que el recurrente no estaba aquejado de
im'alidcz permanente en ninguno de sus grados. Contra esta resolución,
se interpuso la correspondiente rcclamacion previa, desestimada por
resolución de 7 de octtibre de 1983.

c) El recurrente presentó demanda contra el INSS ante la jurisdic­
ción social. En dicha demanda solicitaba que se le declarase en situación
de invalidez permanente absoluta o bien en la incapacidad permanente
total cualificada para la profesión habitual. La demanda fue íntegra·
mente esumada por la Magistratura de Trabajo número 4 de Barcelona,
en Sentencia dictada en 12 de mayo de 1986 que declaró al actor en
situación de in\'alidcz permanente absoluta, condenando al INSS al
pago de la correspondiente pensión,

d) El INSS interpuso recurso de casación por infracción de ley
contra esta Sentencia. Recurso que fue estimado por la Sentencia de la
Sala Sexta del Tribunal Supremo de 11 de diciembre de 1987, Afirma
el Tribunal Supremo que ((Las secuelas que padece el actor carecen de
la entidad necesaria par anular por completo su capacidad laboral
inhabilitándolo para todo trabajo)), Por otro lado, argumentando «que
el único grado invalidante solicitado es el permanente absoluta (sic),
llega a la conclusión de que «no es factible examinar en esta fase procesal
si el actor está afecto de otro tipo inferior por elemental respecto al
principio de incongruencia)), lo que conduce a la estimación del recurso
y a la dC'sestimación de la demanda,

e) Ante la· falta de pronunciamiento por parte del Tribunal
Supremo acerca de la incapacidad permanente cualificada que había
solicitado subsidiariamente, el recurrente presentó recurso de aclaració!1
interesando que al Auto correspondiente examinará si estaba afecto de
otro grado de incapacidad inferior al de absoluta para todo trabajo, Este
último recurso fue resuelto por Auto de 11 de julio de 1988. El Tribunal
Supremo reconoce la existencia de una ((confusióO) que ha llevado a la
falta de pronunciamiento. Sin embargo, desestima el recurso afirmando
qUe (<lo postulado excede en mucho de lo que puede ser el objeto de un
recurso de aclaración)), sin perjuicio de que el demandante pueda
reiterar su petición subsidiaria ante la jurisdicción.

3, La demanda de amparo se dirige contra la Sentencia y el Auto
del Tribunal Supremo últimamente citados, entendiendo que vulneran
el derecho a la tutela judicial efectiva sancionado por el arto 24. 1 CE.
A juicio uel recurrente, la falta de pronun..:iamiento en la Sentencia
impugnada sobre su petición subsidiaria de incapacidad permanente
total cualificada equivale a una denegación técnica de justicia (SSTC
42/1988 y 45/1988). contraria al art. 24,1 C.E. Tal infracción podría
haber SIdo remediada por Auto de aclaración -ya que este puede
extenderse a las omisiones que las resoluciones contengan Iart, 267.1
Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ)]-, No habiéndolo sido, también
esta últlma resolución resulta contraria al art. 24.l c.E. A ello no pucde
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